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León, Guanajuato, a 19 diecinueve de septiembre del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 302/2012-JN, promovido por el ciudadano Mario Alberto Portillo Coronado, quien se ostenta como apoderado de la persona moral denominada “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que surtió efectos la notificación de la resolución impugnada, lo que fue el día 25 veinticinco de junio del año 2012 dos mil doce; sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada; la sanción pecuniaria por la cantidad de $8,054.01 (Ocho mil cincuenta y cuatro pesos 01/100 Moneda Nacional), se encuentra debidamente acreditada con el original del oficio número de folio 251 (doscientos cincuenta y uno), de fecha 20 veinte de junio del presente año, mismo que obra en el secreto de este Juzgado (palpable en autos, en copia certificada, a fojas 12 doce y 13 trece); documental que ofrecida y admitida como prueba a la parte actora, se le concede pleno valor probatorio, de conformidad con lo establecido en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de un documento público emitido por un servidor público en el ejercicio de sus atribuciones, en este caso, el Gerente Comercial del Sistema de Agua potable en este Municipio (SAPAL por sus siglas), 
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quien además, al contestar la demanda, reconoció, de manera libre y espontánea, haberlo emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia del acto impugnado en el presente asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurren las partes en el presente proceso. . . . . . . . . . .  

En una primera parte, el ciudadano Licenciado Mario Alberto Portillo Coronado, promueve el presente proceso administrativo, con el carácter de Apoderado de la persona moral denominada “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable; lo que acredita con las documentales siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

a). La Escritura Pública número 105,391 ciento cinco mil trescientos noventa y uno, de fecha 8 ocho de febrero del año 1995 mil novecientos noventa y cinco; tirada ante la fe del Licenciado Homero Díaz Rodríguez, titular de la Notaría Pública número 54 cincuenta y cuatro, en legal ejercicio en la ciudad de México, Distrito Federal; en la cual se hizo constar el poder general para pleitos y cobranzas y para actos de administración que la persona moral denominada “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima de Capital Variable; representada por el Licenciado Alejandro Mendoza Romero, en su carácter de Subdirector Jurídico y de filiales y Apoderado General de la sociedad, otorgó al Licenciado Mario Alberto Portillo Coronado, con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial, de conformidad con lo establecido en la Cláusula Primera de dicha escritura. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Escritura que al constar en copia certificada por el Licenciado Enrique Javier Olvera Villaseñor, Notario Público número 21 veintiuno del Distrito Judicial de Querétaro; (visible en autos a fojas 17 diecisiete a 47 cuarenta y siete), de acuerdo al artículo 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hace fe de la existencia de la Escritura original, por lo que merece pleno valor probatorio al tratarse de un documento público de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . .  

b). La certificación de fecha 14 catorce de diciembre de 2006 dos mil seis, expedida por el Notario Público número 20 veinte del Distrito Federal, Licenciado Luis Felipe del Valle Prieto Ortega, en la que se certifica que en la Escritura número 137,771 ciento treinta y siete mil setecientos setenta y uno, otorgada el 12 doce del mismo mes y año, ante el mismo Notario, se hizo constar la Protocolización del acta de asamblea general extraordinaria de accionistas de la persona moral mencionada, mediante la cual se reformó el texto de la Cláusula Primera de los Estatutos sociales de la sociedad, para ajustar su denominación social, a lo señalado en el artículo 22 de la Ley del Mercado de Valores,  por la que se cambió su denominación a: “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así mismo que en dicha escritura se estableció expresamente que todos los poderes que la Sociedad hubiere conferido con anterioridad, empleando la denominación de “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima de Capital Variable, subsistirán en sus términos, hasta en tanto la propia sociedad no los modificare, limitare o revocare. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Certificación que en copia certificada por el Licenciado Enrique Javier Olvera Villaseñor, Notario Público número 21 veintiuno del Distrito Judicial de Querétaro (localizable en autos a foja 15 quince), constituye un documento público, por lo que conforme a lo que establecen los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece pleno valor probatorio, toda vez que hace fe de la existencia de su original de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 del citado Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Documentales que, adminiculadas entre sí, resultan suficientes para acreditar que el ciudadano Licenciado Mario Alberto Portillo Coronado, tiene plenas facultades para comparecer y actuar en el presente proceso en representación de la Sociedad Mercantil denominada “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En una segunda parte, en cuanto a la personalidad del Arquitecto José Julio Gilberto Becerra Moreno, como Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, Guanajuato; la misma se encuentra acreditada con el nombramiento que le otorgó el Director General del Organismo operador del agua en este Municipio, Ingeniero Emiliano Rodríguez Briceño, el 20 veinte de abril del año 2009 dos mil nueve (palpable a foja 58 cincuenta y ocho); la que se exhibe en copia certificada, por el Notario Público número 73 setenta y tres  en León, Guanajuato, Licenciado Ernesto Arrache Hernández; a la que se le concede pleno valor probatorio, de acuerdo a lo previsto por los artículo 78, 121 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, la autoridad demandada planteó que al habérsele otorgado a la parte actora un termino de 3 tres días para que manifestara lo que a su 
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derecho conviniera, se trata de un acto que no afecta por sí mismo sus intereses jurídicos; lo que equivale a que se señale que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa ya mencionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que no se actualiza en el asunto que nos ocupa, toda vez que para quien resuelve, sí se afecta el interés jurídico de la parte actora, ya que con motivo del oficio impugnado, se le impuso una multa que asciende a la cantidad de $5,953.50 Cinco mil novecientos cincuenta y tres mil pesos 50/100 Moneda Nacional), por haber roto un tubo de agua destinado a la prestación del servicio de agua potable; así como otros cobros, que ascienden en total a la cantidad de $8,054.01 (Ocho mil cincuenta y cuatro pesos 01/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Determinación que sí afecta los intereses jurídicos de la empresa representada por el impetrante del proceso, pues infiere directamente en su patrimonio; además de que el hecho de que se le haya otorgado un termino de 3 tres días hábiles para que expresara lo que a su derecho conviniera, no implica de manera alguna que sea improcedente el proceso, pues en todo caso la sanción pecuniaria (con los conceptos que la integran) ya fue emitida y por consiguiente puede ser válidamente impugnada, en tiempo y forma, conforme a lo establecido en el segundo párrafo del artículo 243 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en relación directa con el contenido de los artículos 251, fracción I, inciso b), 255 y 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 278 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, de ahí que no se configure la causal aducida por el demandado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al no haberse planteado alguna otra causal de improcedencia y sobreseimiento por el enjuiciado; en tanto que de oficio, este Juzgador justiprecia que no se actualiza alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, respecto de la sanción pecuniaria impugnada, es procedente el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Tanto del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que el Gerente Comercial del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, emitió el oficio número de folio 251 doscientos cincuenta y uno, de fecha 20 veinte de junio del presente año, mediante el cual aplicó una sanción a la sociedad denominada “Teléfonos de México”, Sociedad Anónima Bursátil de Capital Variable (Telmex por sus siglas) por la cantidad total de $8,054.01 (Ocho mil cincuenta y cuatro pesos 01/100 Moneda Nacional), por concepto de que en fecha 2 dos de abril del presente año, en la calle Laguna de Metztitlán frente al número 204 doscientos cuatro, de la colonia Lomas de la Trinidad de esta ciudad, debido a actividades realizadas por esa sociedad mercantil, se dañó infraestructura propiedad de SAPAL, en concreto, la rotura de un tubo, lo que provocó derrame del vital líquido; de ahí que se le impuso una sanción por la cantidad de $5,953.50 (Cinco mil novecientos cincuenta y tres pesos 50/100 Moneda Nacional); además del cobro por conceptos de mano de obra, material, agua derramada e Impuesto al valor agregado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Acto que el actor expresó, le agravia a su poderdante; toda vez que la autoridad, al emitirlo, no fundó su competencia; así mismo, que existen vicios en el procedimiento que afectan su defensa; y, que no se fundó ni motivó la determinación de la supuesta infracción cometida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A lo que la autoridad demandada se limitó a señalar que el acto no causa afectación a los intereses jurídicos de la poderdante del actor, porque aún no está firme la sanción, pues se le otorgó un término para que manifestara lo que a su derecho conviniera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, la litis en el presente asunto, estriba en determinar la legalidad o ilegalidad de la sanción pecuniaria contenida en el oficio número  de folio 251 doscientos cincuenta y uno, de fecha 20 veinte de junio del presente año, por la cantidad total de $8,054.01 (Ocho mil cincuenta y cuatro pesos 01/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SÉPTIMO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por el actor en su demanda; debiéndose destacar que éste Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora; en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que enumera como primero, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad así como tampoco los demás conceptos expresados, sirviendo para ello el criterio sostenido por el Tribunal Colegiado del Poder Judicial de la Federación que se menciona, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues 
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no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el concepto de impugnación señalado como Primero, la parte actora, expresó: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


“Le causa agravio a mi representada que la multa….,en la misma no se haya invocado fundamento legal alguno en el cual se desprenda que el Gerente Comercial del SAPAL de León, Guanajuato, cuenta con la facultad para determinarle a mi representada una sanción pecuniaria como la que se le determinó en el oficio...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el Gerente Comercial de SAPAL demandado, al contestar la demanda; únicamente planteó que sí se emitió el oficio impugnado, pero que el mismo no causa afectación a los intereses jurídicos de la persona moral representada por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Una vez analizado el acto que se impugna, así como las constancias del presente asunto, este Juzgador estima que el concepto de impugnación planteado resulta fundado; toda vez que tal y como lo señaló la parte actora, de la lectura del oficio con folio número 251 doscientos cincuenta y uno, se advierte con claridad, que el Gerente Comercial demandado, omitió citar los preceptos que lo facultan para determinar y aplicar las sanciones previstas por infracciones a las disposiciones contenidas en el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, así como para cobrar conceptos tales como mano de obra, material y agua derramada; estando obligado a ello para así acreditar que el acto fue expedido por autoridad competente y que se cumple con el elemento de validez, que para los actos administrativos, se prevé en la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la autoridad demandada señaló como sustento de la sanción pecuniaria impugnada, los artículos 262, fracciones IX y XIII, y 263 del Reglamento de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato; cierto es también que de tales dispositivos no se desprende, de modo alguno, la facultad del funcionario demandado para determinar y aplicar la sanción, pues ni siquiera hacen referencia a la competencia de la autoridad; sino que se refieren a lo que se considera infracción y la sanción que correspondería. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo pues, irrefutable que de los preceptos citados, nada se establece acerca de la competencia del enjuiciado para sancionar; ello se traduce en que la poderdante del actor, quede en estado de indefensión, ya que esa omisión no le permite conocer a ciencia cierta si efectivamente esa autoridad tiene competencia o no para sancionarla en los términos a que se refiere el oficio impugnado; lo que se traduce en una indebida fundamentación de la competencia de la autoridad demandada, y vulnera  lo establecido en el artículo 137, fracciones I y VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas y toda vez que los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares, para ser legales requieren para su validez, entre otros elementos, el que sean emitidos, imprescindiblemente, por autoridad competente, y cumpliendo con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que en la especie, en el caso concreto, no se dio; actualizándose de esta manera las causas de ilegalidad previstas en las fracciones I y II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción II, del mismo ordenamiento, procede decretar la Nulidad Total del acto consistente en la sanción pecuniaria contenida en el oficio número de folio 251 doscientos cincuenta y uno, de fecha 20 veinte de junio del presente año, por la cantidad total de $8,054.01 (Ocho mil cincuenta y cuatro pesos 01/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sirve de apoyo a lo antepuesto, el criterio que nuestro máximo Tribunal sostiene en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es 
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un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Época: Novena Época. Registro: 177 347. Instancia: Segunda Sala. Tipo Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Localización:  XXII, Septiembre de 2005. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 115/2005. Pág. 310. Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro. Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos mil cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- En virtud de que el Primero de los conceptos de impugnación hecho valer, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II; y 302 fracciones I y II,  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .   

SEGUNDO.- Procedió el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la sanción pecuniaria contenida en el oficio número  de folio 251 doscientos cincuenta y uno, de fecha 20 veinte de junio del presente año, por la cantidad total de $8,054.01 (Ocho mil cincuenta y cuatro pesos 01/100 Moneda Nacional), atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

